PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informes

La Cámara de Diputados solicita al Poder Ejecutivo que informe acerca de los siguiente puntos vinculados con la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia.

1) Cuál fue el final de trámite de los emplazamientos ordenados por el Tribunal de Cuentas mediante las Resoluciones 800/02 y 162/03, dirigidas a los ex tesoreros y ex contadores de la Caja de Jubilaciones, para que se reintegren los $ 30.926.301 y $77.446.150,05 respectivamente.

2) Por qué la Caja de Jubilaciones no realizó balances en el período 1996 - 1999 y como se salvó esa carencia en los balances de los años sucesivos del organismo previsional.

3) Sobre la base de qué legislación el Tribunal de Cuentas aprobó la Resolución Nº 007 / 00, mediante la cual autorizaba a la Caja  a realizar las rendiciones de cuentas sin el correspondiente detalle. 

4) Por qué el Tribunal de Cuentas, ante las irregularidades verificadas en la Caja de Jubilaciones, no  aplicó el Art. 255 inc. b) de la Ley de Contabilidad que lo faculta a mantener en la Contaduría General y en cada servicio administrativo, una delegación compuesta por uno o más contadores fiscales, a quienes corresponderá seguir el desarrollo y registro de las operaciones financiero patrimoniales.

5) Dada la carencia de Balances en el período 1996 – 1999 cuáles fueron los criterios y parámetros utilizados para implementar dos leyes de emergencia previsional con el objetivo de solventar el déficit.

6) Si en todo este proceso ha tomado parte la Fiscalía de Estado y cuál ha sido su intervención.

Sr. Presidente:

 


Con fecha  21/10/2004  presentamos  el  Pedido de Informes dirigido al Poder Ejecutivo, (Expediente Nº 13719) quien a través de la Secretaría  de Estado de Trabajo y Seguridad Social pasó el expediente a la Fiscalía de Estado y a la  Caja de Jubilaciones y Pensiones a fin de dar respuesta al pedido de informes.

 


Se responde al mismo por medio de un dictamen Nº 0831  Año 2004, Expediente Nº 15129-0008095 – 5 de Fiscalía de Estado del 10 de Agosto 2004; y mediante una nota del Contador General a/c de la Caja de Jubilaciones C.P.N. Julio A. Rugna  del 5 de Enero del 2005, dirigida  al Interventor Provincial  Caja  de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia Dr Humberto Giobergia

 


El contenido de la contestación  es demasiado escueto  y  no asume  ningún tipo de responsabilidad sobre una situación que perdura más allá de los silencios, postergaciones y dilaciones  que evidencian síntomas  de graves enfermedades crónicas, que parece no quieren curar los responsables del funcionamiento de la Caja.

 


Que la Fiscalía de Estado efectúe un dictamen que podríamos calificar de "intemporal",  independiente del curso del tiempo y de los hechos que se suceden; ya que la opinión que se vierte, es sobre las funciones y prioridades en el ejercicio de las mismas que tienen la Contaduría General y el Tribunal de Cuentas de la Provincia. 

 


Dictamen, por otra parte,  que no sólo no roza el desquicio de la realidad económico financiera de este Instituto de la Provincia, sino que destaca : "no encuentro en nuestra legislación  disposición alguna que prevea la emisión de un acto aprobatorio del P.E sobre los balances de los organismos descentralizados" Y termina diciendo que los "mecanismos constitucionales colocan en cabeza del Legislador la función de aprobar o desechar anualmente la cuenta de inversión (Art 55 inc 9) con la previa obligación del Poder Ejecutivo de presentarla (Art 72 inc 9) y así parece conformar  el cuarto paso secuencial establecido."

 


El Ejecutivo remite a la Legislatura la cuenta de inversión del ejercicio anterior. Lo que hace es enviar   el resultado  de lo que incorporan los distintos balances, sobre los cuales  previamente se han ejercido las funciones de "fiscalizador" y "vigilancia" externas e internas. Pero no mediando "otra obligación que imponga la preceptiva, sino la de presentar una cuenta del ejercicio que no ha merecido observaciones luego de efectuados los controles legalmente previstos."

 


El dictamen de Fiscalía sobre la "no responsabilidad aprobatoria del PE, y por lo tanto de la "Contaduría General" y  del papel del"Tribunal de Cuentas" explica las características de los roles de "vigilancia" y "fiscalización" sin responsabilidad aprobatoria, que permite hasta la no confección de balances. (1996 – 1999) que se elevan  o  están ausentes de las cuentas de inversión que llegan a la Legislatura para que descansen  en Comisiones para una aprobación "ficta" por prescripción después de cinco años. 

 


De esta manera  se logra la virtuosa secuencia que establece la Constitución Provincial( Art 72 inc 9) de " presentación de la cuenta de inversión" por parte del Ejecutivo  a la Legislatura para ser aprobada por ésta (Art 55 inc 9), y cuyo final  se cierra en el Art 103 de la Ley de Contabilidad que establece: "las cuentas de inversión presentadas por el P.E. respecto de las cuales no se hubiese pronunciado la Legislatura dentro de los cinco años posteriores a su presentación, se consideran aprobadas."

 


Resulta difícil, Sr. Presidente, pensar que la secuencia establecida y esta "formalidad" de aprobación ficta por prescripción no es un atajo  que ha servido para posibilitar una corrupción estructural. Y esto es algo más que una sospecha si se tiene presente el hecho de que las "Cuentas de Inversión" desde el año  1991 al 2000 presentadas por el PE no tuvieron pronunciamiento de la Legislatura, sino que se consideraron  aprobadas por prescripción dentro de los cinco años posteriores a sus sucesivas presentaciones.

 


Finalmente, Sr. Presidente, debemos señalar que la Fiscalía de Estado no nos responde "si tomó intervención con relación a las Resoluciones 800 /02  del 11 de mayo del 2002  y a la 162 / 03 del HTC, que son las que desenmascaran situaciones irregulares  por millones de pesos y faltantes de una documentación ordenada y creíble. Por esto, es fundamental hacer justicia y salvar responsabilidades; pero  que esto no sea  una manera de cubrir a los responsables de lo que sucede en los organismos descentralizados. 

 


Más dudas e interrogantes nos surgen cuando la Caja contesta por medio de  una carta del Contador General a/c  C.P.N.  Julio A. Rugna del 5 de Enero del 2005 en la que informa sobre la no existencia de balances del 1996   a 1999, "    confeccionándose  por ende el correspondiente al ejercicio 2000 y desde esa fecha en adelante" Y aclara que "en fecha 24 de septiembre de 2004, fueron devuelto a esta Dirección General los Balances correspondientes a los ejercicios 2000 y 2001, en razón de haberse concluido con el análisis de la cuenta de inversión correspondiente a dichos períodos, situación planteada a partir de lo dictaminado  por Fiscalía de Estado de la Provincia en  su dictamen Nº 831 (04 obrante en expediente Nº 15120 – 0008095 –5)

 


Aparecen nuevas dudas cuando el 22 de setiembre del 2004  el Contador Fiscal  del Tribunal de Cuentas C.P.N.  Osvaldo D. Sacc  se presenta a la Caja de Jubilaciones en cumplimiento del mandato de  la Vocalía Jurisdiccional "A" de la Sala II del T.C. y está vinculada  con los cargos pendientes  de la Resolución 800 /02  que exigía la rendición  por la suma de 29, 463.210, 43 pesos.; de cargos pendientes al 31 de diciembre del 2000, pero que vienen del año 1996, como bien precisa el  Contador General de la Caja en esta misma acta de dicha  intervención.

 


Demasiado elocuente es el informe que el Contador General de la Caja de Jubilaciones eleva al Interventor Provincial de la Caja para que  sean puestas en conocimientos de la Vocalía de la Sala II del H.T. de C. previa conformidad  de dicha Intervención.

 


Quedan demasiado claro la existencia de cargos pendientes de rendición y los emplazamientos hechos por el HTC mediante las Resoluciones  Nº 800 / y 801 del año 2002 en las que "se reclamaban rendiciones pendientes al 31 / 12 /2000, como así también rendiciones posteriores que se encontraban debidamente registradas en los Libros de Remesas, que al efecto implementó esta Contaduría General a partir del 1 /01 /2001."

 


Los cargos pendientes de rendición  era de 30.926.301,88 millones de pesos  al   31 de diciembre del 2000  y de 129.202.935, 68 millones al  mes de mayo del 2002 según lo reclamado por las Resoluciones  800 /02 y 801 / 02 respectivamente.

 


Respecto de la rendición de cuenta  de 129.292.935, 68 según  la Contaduría de la Caja elevado el balance mensual  del mes de mayo del 2004, queda solamente pendiente  la rendición de 30.134,14 ", que según la Contaduría  "ya fue reclamado a los agentes pagadores y cuya elevación será efectuada a la mayor brevedad"

 


Por otra parte en dicho informe  se sincera que  a setiembre del 2004, se plantea que : "en cuanto a la situación planteada con los cargos anteriores al año 2000, y dada las dificultades existentes para identificar remesas pendientes, en función de que el origen de las mismas podría estar dado del ejercicio 1996 en adelante, es que mediante nota de fecha 12 /o2 /04 , se pone en conocimiento de la situación a  ése órgano de control, solicitándole la ampliación del plazo previsto para ejecución de la tarea, ante lo cual se recibió como respuesta  el otorgamiento de 60 días para la resolución de los problemas planteados."
 


Asimismo,  la nota Nº  159 /04 de la Vocalía de la Sala II del Honorable Tribunal de Cuentas firmada por el Vocal C.P.N. Nestor A. Priotti del 11 de Junio del 2004 es demasiado ilustrativa para confirmar postergaciones en asuntos de Estado tan serios y trascendentes , que solamente pueden postergarse por limitaciones técnicas y profesionales  o por complicidades con lo que está sucediendo.

 


Si uno tiene presente que las Resoluciones 800 y 801 de fecha 11 de noviembre de 2002 de la Sala II emplazó a los anteriores y actuales funcionarios de este Organismo Previsonal para que dentro del plazo  en el plazo de 30 días presenten  las rendiciones correspondiente a partidas correspondientes  a "Ejercicios anteriores" al año 2001 y a "Cargos del año 2001 y 2002". Y el 19 de Febrero del 2004, el Contador General a/c y el Sub contador General a /c de esa Jurisdicción, CPN Herberto J.Garcilazo y CPN Julio Rugna  respectivamente remitieron nota a este Organismo de Control en la " que manifestaban haber puesto en conocimiento a las autoridades de la Caja de la situación existente y sugerido la contratación de un grupo de pasantes para afectarlos a tareas tendientes a solucionar el problema. Consecuentemente y atento a lo expuesto requirieron una ampliación de los plazos previstos en las mencionadas Resoluciones Nros S. II 800 y 801 /02."

 


Esta presentación fue analizada por la Sala II el 18 de Mayo de 2004 registrada en Acta N.040,  y en consideración a las  dificultades  y para que puedan solucionar los problemas se le otorga un nuevo plazo de 60 días ; es decir hasta el 18 de Agosto de 2004.

 


La manera, los tiempos, formalidades y postergaciones de dar solución a las irregularidades de la Caja, acrecientan las dudas sobre una situación estructural ponen al descubierto a  la justicia santafesina que no fue capaz o no quiso  esclarecer acciones delictuosas; y que por el contrario  pretendió cerrarlas con la prescripción del juicio.

 


Por otra parte, cuando uno sigue el tenor de  las Resoluciones  Nros 800 /  801  del 2002 ; la  162 del 2003 y la 206 del 2004 ; las Notas de las autoridades de la Caja  y el Acta de la Reunión del 24 de setiembre del 2004,  que será muy difícil conocer  la verdad  del destino de los millones  que en su oportunidad reclamaron el T de Cuentas de la Provincia.  

           


Por otra parte Sr. Presidente, no se  comprende como sin la existencia de balances desde 1991 y situaciones administrativas y de manejo de recursos millonarios sin resolver se puede determinar un resultado financiero de este Organismo en este caso deficitario y en base a que criterios se determinan los importes que obligatoriamente debieron aportar trabajadores públicos activos y pasivos para cubrir el mismo. Déficit que fue el justificativo de la Emergencia del Régimen Previsional , Ley Nº 11.373  del  12 de Enero 1996 hasta  Julio de 1997 y  la de Emergencia Económica Financiera y Previsional , Ley Nº 11696 de setiembre de 1999  a  Julio del 2003. Cuando al mes de Abril del 2005 todavía no se tienen resultados de un balance creíble.

 


Así mismo Sr. Presidente es una necesidad  y una práctica de justicia, de transparencia pública y responsabilidad ciudadana; así como un derecho conocer cuanto significó el aporte excepcional  de los activos y pasivos de la Caja y cuanto fue el déficit cubierto. Si no se transparentan estos números las Leyes  11.373 y 11.696  tienen una ilegitimidad de origen; que además de tocar derechos formales afectan en muchos casos salarios que no cubren la canasta familiar.

 


Caso contrario, hay derecho a pensar que la Caja no tiene déficit y el que se "supone" no corresponde a la realidad, sino que sirve  como "caja negra" para ser utilizada para cubrir otros faltantes y justificar los aportes que se reciben de la Nación. 

 


Sr. Presidente, nos preocupa las idas y vueltas de Resoluciones que parecerían  pretenden desenmascarar una situación de crisis estructural  y recursos mal administrados cuando no se transparenta la verdadera situación; sino que más bien  parece  un escape a futuro para que los tiempos  se beneficien de la frágil memoria y la formalidad de las prescripciones  ayude a los responsables del funcionamiento de este Organismo. 

 


Pero sobre todo cómo la  Contaduría General a/c de la Caja  contesta  la Nota Nº 159 del 28 de septiembre del 2004 de la Vocalía  Sala II  por la que se emplaza a rendiciones pendientes  al año 2002, "así también rendiciones posteriores que se encontraban debidamente registradas en los libros de Remesas que al efecto implemento esta Contaduría  General a partir del 1 de Enero del 2001.  Está demasiado claro que existen períodos en que las rendiciones no estaban debidamente asentadas en libros de remesas.

 


Vale la pena señalar lo afirmado en el punto 6) de la Nota que el Contador General a / c de la Caja remitió a la Intervención de la misma para ser elevada al T.C,, que dice textualmente: "Debe tenerse en cuenta la complejidad de las tareas, ya que la misma debe efectuarse a partir de la documentación obrante en el organismo. Y sin contar con los elementos aportados al momento de elevarse cada uno de los balances mensuales de movimiento de fondos, ya sea que se trate de períodos actuales o aquellos que se encontraban bajo la responsabilidad de las anteriores autoridades de esta Dirección General." 

 


Sr. Presidente a confesión de parte relevo de prueba. Ya que a buen entendedor lo que está diciendo la Contaduría General que gran parte de las rendiciones desde  el  1 / 01 / 01  está dibujadas, esto surge  de que no hay  elementos de análisis en anteriores períodos.

 


Un dictamen  de Fiscalía de Estado y una  nota  de un C.P.N a /c de la Contaduría  General de Caja es la escueta respuesta por medio de la cual se nos dice que no existen balances de 1996 a 1999 y  que el P. Ejecutivo no tiene ninguna responsabilidad de aprobarlo, sino de presentar en tiempo las cuentas de inversión al Poder Legislativo para su aprobación.

 


Sr. Presidente, demás  está decir la profunda preocupación que tiene nuestro bloque sobre la situación de la Caja de Jubilaciones y Pensiones  que sigue como siempre. Con todos los problemas, irregularidades administrativas y sospechados delitos, aunque se quiera alejar la mirada sobre este Instituto después de la sintomática y sospechada prescripción, por razones formales, de un juicio después de cinco años.

 


Y por otro lado, la contestación recibida Expediente Nº 13719  y la falta de respuesta al Expediente 13721  del 21 de Noviembre de 2004 en el que preguntamos  "cómo la Caja concluyó  el trámite ordenado por las Resoluciòn 800 /02", nos obliga a volver sobre un pedido de informes que lo creemos indispensable. 




Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente pedido de informes.

